
Artículo noveno.—Uno. Las Diputaciones deberán remitir 
certificación del acuerdo de adjudicación al Ministerio de Admi­
nistración Territorial y a la Comisión Provincial de Colabora- 
ción del Estado con las Corporaciones Locales.

Dos. Las certificaciones deberán ir acompañadas de la infor­
mación que reglamentariamente se determine.

Artículo décimo.—Uno. El Ministerio de Administración 
Territorial librará el importe total de las subvenciones, corres­
pondientes a las obras o servicios contratados, mediante trans­
ferencia bancaria para su ingreso en la cuenta corriente abierta 
en las sucursales del Banco de España, en todas las capitales de
provincia, con el título de «Diputación Provincial de ..... Plan
da Obras y Servicios».

Dos. El movimiento de fondos de las cuentas a que se re­
fiere el número anterior se autorizará con las firmas conjuntas 
del Presidente de la Diputación, del Interventor y del Deposi­
tario de la misma.

Tres. A la terminación de las obras o durante la ejecución 
de las mismas, la Intervención General de la Administración 
del Estado, podrá ordenar la realización de controles financie­
ros en los términos previstos en el artículo dieciocho de la Ley 
General Presupuestaria.

Cuatro. Los pagos se harán efectivos por las Diputaciones a 
los contratistas contra certificación de la obra realizada.

DISPOSICIONES FINALES
Primera.—La aprobación del Plan implicará la declaración de 

utilidad pública para las Obras y Servicios incluidos en el 
mismo, a efectos de lo previsto en el artículo diez de la Ley 
de Expropiación Forzosa, de dieciséis de diciembre de mil no­
vecientos cincuenta y cuatro.

Segunda.—Uno. En los Archipiélagos Balear y Canario co­
rresponderá a los respectivos Consejos Insulares y Cabildos la 
elaboración, aprobación y ejecución de los Planes de cada Isla.

Dos. La distribución de las subvenciones del Estado y de sus 
Organismos Autónomos entre los diversos Cabildos o Consejos 
Insulares se efectuará por la Mancomunidad Provincial o el 
Consejo General Interinsular.

Tercera.—En las ciudades de Ceuta y Melilla la elaboración y 
ejecución de los Planes de Obras y Servicios corresponderá a 
los respectivos Ayuntamientos, y su aprobación a las correspon­
dientes Comisiones de Colaboración del Estado con las Corpora­
ciones Locales.

Cuarta.—Uno. Los Planes de Obras y Servicios de las Comar­
cas de Acción Especial tendrán tratamiento separado dentro del 
Plan Provincial de obras y servicios y se tramitarán en la misma 
forma que éste.

Dos. La participación de las Diputaciones y Ayuntamientos 
en los planes no podrá ser inferior al diez por ciento de la 
suma de las subvenciones estatales y de los préstamos conce­
didos por el Banco de Crédito Local.

Quinta.—Uno. Las actuaciones a que se refiere e] presente 
Real Decreto, serán independientes de las que, al amparo de su 
legislación específica, puedan realizar los Departamentos mi­
nisteriales y Organismos Autónomos dependientes de los mismos, 
en relación con obras o servicios de los enumerados en el ar­
tículo primero de esta disposición.

Dos. Los Ministerios y Organismos Autónomos a que se re­
fiere el número anterior cancelarán los expedientes que se en­
cuentren en tramitación, sobre aquellas obras que sean incluidas 
en los Planes Provinciales de Obras y . Servicios.

Sexta.—Lo dispuesto en el presente Real Decreto se enten­
derá sin perjuicio de las facultades que correspondan a las Co­
munidades Autónomas, de acuerdo con lo establecido en sus 
respectivos Estatutos.

Séptima.—Los Ministerios de Hacienda, de Economía y Co­
mercio, y de Administración Territorial, en el ámbito de sus

respectivas competencias, dictarán las disposiciones necesarias 
para la ejecución y desarrollo de lo dispuesto en el presente 
Real Decreto.

DISPOSICION TRANSITORIA
Durante el ejercicio económico de mil novecientos ochenta 

y uno, la elaboración, aprobación y ejecución de los Planes Pro­
vinciales de Obras y Servicios se regirán por las disposiciones 
actualmente en vigor.

En todo caso, la publicación de los correspondientes anun­
cios de licitación o la contratación directa de las obras y 
servicios incluidos en el Plan deberá realizarse antes del treinta 
y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y uno.

DISPOSICION DEROGATORIA
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 

rango se opongan a lo dispuesto en el presente Real Decreto y, 
en especial, las siguientes:

— El Real Decreto seiscientos ochenta y ocho/mil novecien­
tos setenta y ocho, de diecisiete de febrero, sobre Planes 
Provinciales de Obras y Servicios, excepto el artículo 
veintitrés.

— El Real Decreto mil setecientos setenta y nueve/mil nove­
cientos setenta y ocho, de quince de julio, por el que se 
dictan normas complementarias en relación con los Planes 
Provinciales de Obras y Servicios.

Dado en Madrid a tres de julio de mil novecientos ochenta 
y uno.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

PIO CABANILLAS GALLAS
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REAL DECRETO 1517/1981, de 8 de julio, sobre 
traspasos de servicios de la Seguridad Social a la 
Generalidad de Cataluña en materia de Seguridad 
Social (INSALUD e INSERSO). (Continuación.)

ANEXO
Don Luis Ortega Puente y don Jaime Vilalta Vilella, Secretarios

de la Comisión Mixta, prevista en la disposición transitoria
sexta del Estatuto de Autonomía de Cataluña,

CERTIFICAMOS:
Que en el Pleno de la Comisión celebrada el 23 de diciembre 

de 1980 se acordó el traspaso a la Generalidad de Cataluña de 
los servicios correspondientes al Instituto Nacional de Servicios 
Sociales e Instituto Nacional de la Salud, en los términos que 
se reproducen a continuación:

D. Personal adscrito a los servicios e Instituciones que se 
traspasan.

1. El personal adscrito a los Centros, Establecimientos y 
Dependencias que se traspasan a la Generalidad de Cataluña 
se recoge en las adjuntas relaciones números 5 y 6.

2. El persona de las Entidades Gestoras de la Seguridad 
Social adscrito a los servicios que se transfieren, relacionado 
en los anexos citados en el apartado D 1, pasa a depender de 
la Generalidad en las condiciones señaladas en la legislación 
vigente.

Y para que conste, expedimos la presente certificación en 
Madrid, a 23 de diciembre de 1980.—Luis Ortega Puente y Jaime 
Vilalta Vilella.
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